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Los textos de este dosier responden y abren preguntas dentro de 
los estudios policiales a la vez que dirigen la mirada hacia proble-

mas, propuestas y cambios que en la actualidad se desarrollan en diver-
sas organizaciones de seguridad pública en México, Argentina y otros 
países de la región. El objetivo de este comentario es repasar los resulta-
dos principales de cada colaboración y subrayar las posibilidades más 
generales de investigación de sus propuestas teórico-metodológicas.

El artículo de Sabina Frederic describe el proceso de participa-
ción de la Gendarmería Nacional Argentina en tareas de seguridad 
pública. Los modelos de gendarmería son distintos a la participación 
directa de soldados y marinos en esas labores —como en México—, 
pues se trata de una fuerza intermedia, de naturaleza militar. Sin em-
bargo, las experiencias de los militares y marinos mexicanos en tareas 
de seguridad, que ya suman muchos años; sus formas de resistencia 
o su valoración ante la nueva operatividad, ya sea en el discurso, las 
emociones o el cuerpo, han sido poco exploradas. Este vacío favorece 
que se piense en la identidad militar de forma homogénea y estable. El 
largo proceso de desmilitarización en Argentina, que Frederic analiza, 
es una referencia de gran interés para el proyecto actual de Guardia 
Nacional mexicana, conformada en un principio por miembros de las 
policías Militar, Naval y Federal.

El caso argentino tiene como punto de partida una autoimagen de 
naturaleza militar entre los gendarmes, la cual, ante las nuevas exigencias 
y riesgos propios del trabajo policial, provoca manifestaciones emocio-
nales y físicas de resistencia a su desmilitarización —síndrome de burn-
out, accidentes, suicidios, violencia intrafamiliar, etc.—. Uno de los 
cambios que cobró mayor significación fue la experiencia de desarraigo  
de los efectivos, al ser originarios de pueblos pequeños y lejanos 
en relación con su destino en la conflictiva área metropolitana de 
Buenos Aires. Estos sacrificios, dice Frederic, ya no se compensa-
ban, al menos sin cuestionamientos, con la lógica de obediencia propia 
de la formación militar. Es decir, tanto el destino como las labores de 
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seguridad no implicaban significados con el mismo 
valor que las anteriores y más patrióticas tareas de 
resguardo de las fronteras nacionales.

Estimo que las mayores posibilidades de com-
paración que presenta el artículo se encuentran en el 
análisis de los procesos de policiación referidos a las 
tareas diferenciales e inherentes al trabajo policial, por 
ejemplo, los patrullajes en barrios precarios con niveles 
elevados de incidencia delictiva. La asunción de tareas 
policiales generó como manifestación dominante el 
malestar interno de los gendarmes argentinos, pero 
también, en función del paso de los años y el ingreso 
de nuevas generaciones, valoraciones más ambiguas 
sobre la identidad militar y policial. Una vez que se 
incorporan las tareas policiales y sus objetivos, al-
gunos formalismos militares pueden resignificarse 
como inútiles o la operatividad policial, más libre 
de camisas de fuerza burocráticas, valorarse de ma-
nera positiva. Como consecuencia, las identidades 
y significados otorgados a las situaciones de actua-
ción se ven alteradas por procesos históricos, cuyas 
dinámicas vuelven porosas las categorías de lo mi-
litar y lo policial.

La perspectiva etnográfica siempre demanda 
ser particular y situada, más que general y abstrac-
ta, y más procesual que estática, lo cual advierte 
contra los análisis más divergentes y cristalizados 
de las categorías militar/policía, como es el caso del 
artículo de mi coautoría con Sergio Padilla Oñate 
en este mismo dosier. Como consecuencia, una de 
las lecciones que se extrae del texto de Frederic es 
que las hipótesis sobre perspectivas diferenciales de 
actuación entre militares y policías deben nutrirse 
en mayor medida de las historias particulares de los 
cuerpos, los contextos en los que operan y los proce-
sos, que muchas veces ponen en cuestión la estabili-
dad de las categorías de análisis.

El artículo de Arturo Alvarado Mendoza co-
mienza con una discusión definicional de los mode-
los policiales: preventiva tradicional, de proximidad, 
comunitaria, etc. La policía de Nezahualcóyotl se 

clasifica como policía de proximidad, pero mues-
tra rasgos de comunicación, rendición de cuentas y 
prevención del delito que la acercan más a la versión 
comunitaria. La pieza central organizacional que la 
asemeja al modelo comunitario es la articulación de 
su despliegue preventivo en cuadrantes, un elemento 
común a muchas policías, con amplias redes de or-
ganización vecinal que se han estructurado a lo largo 
del tiempo.

Para explicar el desarrollo y consolidación del 
programa de reforma policial que logró establecerse 
en el municipio de Nezahualcóyotl, deben conside-
rarse dos características relevantes que acompañan el 
proceso y que se reseñan en el artículo. La primera 
es la permanencia del mismo partido político en el 
gobierno, el Partido de la Revolución Democráti-
ca (prd), con victorias electorales en 2003, 2006, 
2012, 2015 y 2018, interrumpidas por el triunfo del 
Partido Revolucionario Institucional (pri) en 2009. 
Esta continuidad es un rasgo presente en muchos 
municipios del país sin proyectos de transformación 
policial, por lo que es más una condición necesaria 
que suficiente para el mantenimiento de la reforma. 
La segunda característica, menos subrayada en el 
texto, pero tal vez más determinante, es el impulso 
sostenido del proceso que tuvo como pilar el lideraz-
go y la perseverancia del director de Seguridad Pú-
blica municipal, salvo durante el gobierno del pri, 
convencido de la necesidad de transformación de la 
policía del municipio. Entre las deudas pendientes de 
los estudios comparados de las reformas policiales en 
México, está evaluar la centralidad de los liderazgos 
político-técnicos, como en el caso de la policía mu-
nicipal de Nezahualcóyotl.

El principal resultado positivo del largo pro-
ceso de construcción institucional de esta fuerza en 
Nezahualcóyotl podría resumirse en la siguiente 
fórmula: se encuentra entre las policías mejor eva-
luadas en el comparativo de municipios urbanos del 
país, y a la vez, permanece entre los municipios con 
mayor incidencia delictiva. El resultado ideal sería, 
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por supuesto, haber logrado una tendencia firme a 
la baja de este indicador, pero el delito es un fenó-
meno complejo, multifactorial, que depende mu-
cho de los contextos socioeconómicos, en el que el 
trabajo policial explica sólo una parte, no siempre la 
más importante. El logro de la policía municipal de 
Nezahualcóyotl es ser percibida por la comunidad 
como una organización que hace su trabajo, aunque 
a veces no se alcancen los efectos deseados. La hipó-
tesis que subyace —en línea con los planteamientos 
de raíces weberianas de Tom Tyler (1990; Tyler y 
Folger, 1980; Sunshine y Tyler, 2003)— es que los 
intercambios cercanos con la comunidad le han per-
mitido obtener legitimidad y satisfacción por cómo 
se hacen las cosas, incluso más allá del resultado 
final. A los habitantes les interesan, por supuesto, 
los resultados del trabajo policial, pero también la 
forma en la que opera la policía y en la que los ciu-
dadanos son reconocidos y considerados. Tal vez la 
construcción más relevante de Estado de derecho en 
Ciudad Nezahualcóyotl se encuentra en la estabili-
zación de las expectativas de los habitantes en rela-
ción con la actuación de los policías del municipio, 
más apegada a la ley, un resultado que no debería ser 
opacado por la tendencia a reducir toda evaluación 
policial al combate a la delincuencia.

El artículo de mi autoría con Sergio Padilla 
Oñate avanza en una mejor descripción de inte-
racciones específicas y centrales del trabajo policial, 
en este caso, detenciones a personas sospechosas de 
haber cometido un delito. Se describen las diná-
micas de uso de la fuerza y la presentación ante la 
justicia por parte de varias autoridades de México. 
La Encuesta Nacional de Población Privada de la 
Libertad (Enpol) es hoy la mejor fuente de infor-
mación para reconstruir una imagen general —que 
necesita tratamientos más densos, que enriquezcan 
el análisis— de esas interacciones. Uno de los aspec-
tos más importantes es el uso de las armas de fuego 
en dichos escenarios. En el artículo señalamos que 
el principal catalizador situacional del uso del arma 

de fuego, en cada una de las fuerzas de seguridad, 
son los intentos de escape y no los intentos por de-
fenderse de las personas detenidas. Este rasgo se 
acentúa entre las fuerzas armadas y en particular pa-
ra la Marina. Si México busca avanzar en una mayor 
adecuación a los principios internacionales del uso 
de la fuerza, presentes en sus reglamentos y proto-
colos, estos resultados no pueden desatenderse, ni 
en sus valores actuales ni en su posible evolución. 
Para alcanzar este objetivo, es de suma importancia 
sostener la Enpol como fuente de información a lo 
largo del tiempo.

Los abusos posteriores a la detención son un 
problema estructural del funcionamiento de la segu-
ridad y la justicia en México. En el artículo se con-
sideran en particular actos de tortura graves, como 
impedir respirar, descargas eléctricas, quemaduras 
y violación sexual. Las policías locales mexicanas, 
sobre todo las ministeriales, han recurrido a estas 
prácticas de forma rutinaria para cumplir su “traba-
jo”; sin embargo, las fuerzas de seguridad federales 
alcanzan valores similares, como la Policía Federal, 
y mayores, en el caso de las fuerzas armadas. Sobre 
este punto, destaca el aumento en los porcentajes de 
violación sexual de mujeres cuando la detención es 
ejecutada por el Ejército, y de nuevo, por la Marina. 
La sistematicidad de la tortura luego de las detencio-
nes es confirmada por otras encuestas a población en 
reclusión, como las realizadas por el Centro de In-
vestigación y Docencia Económicas (Pérez-Correa 
y Azaola, 2012; Bergman et al., 2014), así como los 
abusos específicos infligidos por policías y fuerzas 
armadas a mujeres (ai, 2015).

El último tema que se examina en el artículo 
es de gran importancia desde el punto de vista de las 
políticas de prevención de la tortura. Las organiza-
ciones de defensa de los derechos humanos señalan 
y los datos de la Enpol confirman que los tiempos 
de presentación ante la justicia y los lugares de tras-
lado inicial se asocian de manera significativa a la 
posibilidad de ser torturado. Los casos de tortura se 
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presentan con mayor frecuencia mientras más horas 
pasan entre la detención y la presentación ante el 
Ministerio Público, y cuando el detenido es llevado a 
un lugar incorrecto. La consecuencia sigue siendo 
clara y apremiante: todos los controles, evaluacio-
nes, castigos, premios, significados legitimados, etc., 
que presionen hacia un mejor cumplimiento de los 
requerimientos legales de tiempo y lugar de una de-
tención y su presentación, son acciones que pueden 
evitar futuros actos de tortura dentro de un sistema 
que los produce como resultado normalizado.

María Victoria Pita analiza las formas del abuso 
a partir de su continuidad e imbricación con otras 
prácticas y en escenarios sociales específicos. A la vez, 
y de forma más general, invita a repensar la presencia y 
las formas de intervención de la policía en espacios 
urbanos en los que suele predicarse la “ausencia del 
Estado” o su extrema “debilidad”. Sin embargo, si 
dejamos de lado conceptos normativos de la presen-
cia estatal (Migdal, 2011; Gupta, 2015), es posible 
observar que se trata de espacios para nada ajenos a 
la intervención estatal y a su capacidad de establecer 
cierto tipo de orden social y político, que es también 
un orden policial (Dewey, 2015). Éste es el caso de 
las villas de emergencia de la Ciudad de Buenos Aires 
analizadas en el artículo —como podrían serlo espa-
cios urbanos similares en otras ciudades latinoameri-
canas—: no son zonas sin Estado, sino espacios en los 
que se despliegan múltiples formas de su interven-
ción. Su inscripción bajo modalidades que diluyen 
las fronteras de lo formal y lo informal, lo legal y lo 
ilegal, es clave en la inclusión desigual y subordinada 
de dichos barrios a la gran ciudad.

El artículo propone el hostigamiento policial 
como categoría descriptiva para entender la gramá-
tica policial en barrios marginales con alta incidencia 
delictiva. El término brinda cobertura al abanico de 
prácticas sistemáticas más o menos violentas y abusi-
vas que las fuerzas de seguridad despliegan, y con las 
que gestionan su relación con los habitantes de los 
barrios y asentamientos más pobres de la ciudad, en 

particular en relación con los jóvenes, un grupo so-
cial que ocupa en buena medida el espacio público. 
Las herramientas legales, en específico las de mayor 
indeterminación, están al servicio de esta forma de 
administrar los espacios y las poblaciones, la cual 
puede estar lejos de superponerse a sus expecta-
tivas formales. El texto lo ejemplifica con el uso 
arbitrario de las detenciones por averiguación de 
identidad. Como describe la etnometodología del 
trabajo policial en la década de 1960, el problema 
del policía no es tanto saber a quién arrestar y a 
quién no entre los que infringen una norma, si-
no que, cuando “necesite” arrestar a alguien, éste 
pueda ser acusado con éxito por la violación de una 
norma determinada (Bittner, 1967). En conexión 
con los planteamientos de la gubernamentalidad 
(Foucault, 2006), el artículo busca comprender los 
mecanismos y estrategias para la administración de 
las poblaciones por parte del gobierno policial real, 
en su materialidad, en su contacto con los cuerpos y 
su constitución de subjetividades en espacios socia-
les subordinados.

En su artículo, Héctor Manuel Guzmán Ruíz 
compara textos legales e interpreta sus implicacio-
nes; análisis recurrente en el ámbito jurídico, pero 
menos frecuente en diálogo con un espacio de in-
vestigación en ciencia social más amplio. No es ex-
traño que las ciencias sociales marginen los marcos 
normativos en el análisis institucional o social —no 
es el caso de la antropología o la sociología jurídica, 
por supuesto—, como si el peso específico de su mi-
rada fuera ir más allá de las expectativas formales, para 
mostrar la importancia de intereses e intercambios 
instrumentales, dinámicas situadas de construcción 
de significados o matrices culturales o discursivas 
que desbordan o reinterpretan los marcos legales. Sin 
embargo, ya sea desde las perspectivas individua-
les del actor racional o de un actor socializado en 
prácticas cognitivas, morales y expresivas, esos mar-
cos normativos determinan una parte sustantiva de  
los costos y beneficios de la dimensión instrumental 
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de la acción, y a la vez cuentan con la capacidad del 
poder legítimo en la definición de los significados 
que orientan las interacciones. Esta relevancia es aún 
mayor en las instituciones pautadas con fuerza en 
términos legales, en su actuación y mutuo relaciona-
miento, como es el caso de las policías y las institucio-
nes de procuración e impartición de justicia.

El texto muestra que, en el sistema de justicia 
penal anterior, la posibilidad de que el contacto inter- 
institucional funcionara como espacio de rendición 
de cuentas y reaprendizaje de saberes y prácticas de 
actuación policial era sumamente estrecho, por no 
decir contraproducente. Las prácticas de detención, 
al no ser escrutadas, fomentaban la consolidación de 
modalidades arbitrarias.

La actuación policial en el sistema adversarial, 
en cambio, se entreteje de forma más profunda y se 
articula con las labores de investigación, o así debe-
ría hacerlo. A la vez, el control judicial sobre la in-
vestigación lleva a que las detenciones en flagrancia 
sean puestas en evidencia desde el comienzo de la 
intervención estatal: en las audiencias de control, las 
partes deben debatir la actualización de la flagran-
cia y la corrección o incorrección de la actuación 
policial. Con esta lógica, Guzmán Ruíz detalla las 
etapas y describe cómo, si se sigue la vía del juicio, 
de nuevo se sometería a escrutinio la legalidad de la 

actuación policial. La idea central es que cada uno 
de estos espacios novedosos de interacción se diseñó 
como forma de retroalimentación que puede y debe 
mejorar el desempeño policial.

Guzmán Ruíz es consciente de la transición 
dificultosa que la reforma significa para los operado-
res; sin embargo, su perspectiva visualiza el proceso 
como una curva de aprendizaje, por lo tanto, como 
un periodo en el que la inercia de las prácticas poli-
ciales deficientes podría traducirse en un porcentaje 
significativo de pérdida de casos para las fiscalías, 
por las audiencias de control o por errores del ac-
tuar policial evidenciados durante el juicio. No 
obstante, una hipótesis alternativa, más sociológica, 
diría que más que un periodo de adaptación —o en 
todo caso, además—, el sistema acusatorio encon-
trará un nuevo equilibrio en un lugar distinto al de 
sus expectativas formales y más cercano a una mayor 
permisividad con sus prácticas tradicionales de ac-
tuación, un lugar entre el cambio —el esperado y el 
que no— y la continuidad inercial de las formas ti-
pificadas de actuación. Para describir o explicar este 
resultado, no hay más camino que complementar el 
análisis normativo con la evaluación institucional y 
el desarrollo de investigaciones empíricas del nuevo 
sistema de justicia penal con base en la sociología y 
la antropología jurídica. 
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